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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Pereira, veintiocho (28) de julio de dos mil diecisiete (2017)
Aprobado por Acta No.0745

Hora: 1:45 p.m.

       1. ASUNTO A DECIDIR

Se profiere sentencia de primera instancia dentro de la acción de tutela promovida por el señor William Gómez Pabón, padre del adolescente Miguel Ángel Gómez Arcila, de 15 años de edad, en contra del Ministerio de Defensa Nacional, Dirección de Sanidad del Ejército Nacional y la Dirección General de Sanidad Militar por la presunta vulneración de los derechos fundamentales a la salud, seguridad social, igualdad y los derechos de los niños.

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES Y ACTUACIÓN PROCESAL
2.1. Indicó el señor William Gómez Pabón, padre del menor M.A.G.A., de 15 años de edad, que este se encuentra afiliado a la Dirección General De Sanidad Militar, a quien desde el 6/9/16 el médico Yeferson Carlos Álvarez Gómez de la IPS Fresenius Medical Care, ordenó valoración con nefrológica pediátrica en 6 meses. Por lo tanto, el 3/5/17 mediante la Autorización No. 7128, el Dispensario Médico No. 3029, ordenó dicha valoración, para la entidad RTS ubicada en la Calle 14 No. 27-54 Barrio Álamos de Pereira, donde le informaron que su hijo sería atendido en la ciudad de Medellín.
Por lo anterior, solicitó tanto a la Directora Dispensario Médico No.3029 del Batallón de Artillería No.8 "Batalla San Mateo" de Pereira y  a la Unidad Renal RTS que le informaran el motivo del cambio de médico tratante de su hijo y que en caso de que el menor tuviera que ser atendido en la Unidad Renal RTS de Medellín, le suministraran los viáticos correspondientes al transporte, alojamiento y alimentación tanto para el menor y como para un acompañante.
Ante los derechos de petición enviados, la Directora Dispensario Médico No. 3029 del Batallón de Artillería No. 8 "Batalla San Mateo" de Pereira, Mayor Teresa Liliana Leyva Quintero, le manifestó su imposibilidad de autorizar los gastos de movilización, transporte de la ciudad de Medellín y los correspondientes viáticos, toda vez que esa entidad no maneja presupuesto alguno, ni tiene facultades para autorizar su creación y ejecuciones.

Por su parte, la Representante Legal de la RTS sucursal Pereira, señora Adriana María Acevedo, señaló que esa IPS desconoce el historial clínico del menor, ya que no atienden en ninguno de los programas crónicos de terapia de reemplazo renal. Así mismo, le informó que esa entidad ofrece consulta de nefropediatría en la ciudad de Medellín, para los usuarios de Dirección de Sanidad Militar del Ejército de Colombia.

Por lo anterior, el señor Gómez Arcila consideró que las entidades accionadas someten a su hijo, quien tiene una patología renal a un viaje dispendioso,  agravando su estado de salud.
En el acápite de pretensiones, relacionó las siguientes:
Ordenar a la Dirección General de Sanidad del Ejército, representada por el señor general Germán López Guerrero o  a quien corresponda, a la Dirección General de Sanidad Militar, representada por el señor Vicealmirante César Augusto Gómez Pinillos o a quien corresponda y al Ministro de Defensa, que en el término de 48 horas se dispongan lo siguiente:

1) Autorizar la cita de nefrología pediátrica con el Dr. Yeferson Carlos Álvarez Gómez, quien es el médico tratante adscrito a la IPS Fresenius Medical Care ubicada en la avenida Juan B. Gutiérrez no. 17-55 de Pereira.
2)
 Autorizar la atención integral en todos los exámenes, medicamentos, citas por medicina general y especializada; entrega de los medicamentos ordenados por el médico tratante, los traslados intra-municipales desde su residencia hasta la IPS trayecto de ida y regreso, diagnósticos y demás servicios en salud incluidas o no en el POS hasta que se dé la recuperación total de la patología de “hematuria no especificada, enfermedad de membrana basal delgada” de que padece el menor M.A.G.A.
3)
 Prevenir para que en ningún caso vuelvan a incurrir en las acciones que dieron mérito a iniciar esta tutela y que si lo hacen serán sancionadas conforme lo dispone el art. 52 del Decreto del 2591/91.

Igualmente, solicitó una medida provisional con el fin de que las entidades accionadas, antes descritas, en el término de 48 horas ordenaran la cita de “nefrología pediátrica” con el Dr. Yeferson Carlos Álvarez Gómez quien es el médico tratante adscrito a la IPS Fresenius Medical Care ubicada en la avenida Juan B. Gutiérrez no. 17-55 de Pereira.
Adjuntó copia de los documentos que sustentan sus pretensiones, visibles a folios 10 al 28.

2.3.  Mediante auto del 14 de julio de 2017 se avocó el conocimiento de la presente actuación, se ordenó correr traslado de la misma Ministerio de Defensa Nacional, Dirección de Sanidad del Ejército Nacional y la Dirección General de Sanidad Militar y se vinculó a la Dirección General de Sanidad Militar en Bogotá y se vinculó al Dispensario Médico del Batallón San Mateo de Pereira.  Así mismo se decretó la medida provisional solicitada por el padre del adolescente M.A.G.A (Fls. 31-33).
3. RESPUESTA A LA DEMANDA DE TUTELA 
3.1. DIRECCIÓN DISPENSARIO MÉDICO 3029 DEL BATALLÓN DE ARTILLERÍA No.8 “BATALLA SAN MATEO”

Informó que ese Dispensario Médico no tiene a su cargo la facultad para contratar ninguna clase de servicios de salud ni suministro de la valoración por nefrología pediátrica en Fresenius Medical Care de Pereira con el doctor Yeferson Carlos Álvarez Gómez, debido a que ese servicio fue directamente contratado por la Dirección General de Sanidad con el prestador RTS
De tal manera, que para brindar la atención requerida por el menor, esa dependencia elevó la respectiva solicitud de autorización a la Dirección General de Sanidad y una vez se reciba orden pertinente, procederán de manera inmediata. Lo anterior, por cuanto ese Dispensario solo tiene  función asistencial, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2º de la Ley 352 de 1997.

Indicó que frente a la pretensión de autorizar y suministrar los gastos de movilización, transporte y viáticos, tampoco tiene facultades para autorizar su creación y ejecución, toda vez que ese Dispensario es una institución prestadora de salud y no administra recursos de ese tipo.

Consideró que el agenciado no se encuentra ante un perjuicio irremediable, lo que hace improcedente la acción de tutela y que tampoco se puede evidenciar la trasgresión de derechos fundamentales al menor.    Por lo tanto, solicitó que se desestimaran las pretensiones del actor (Fls. 40-42).
3.2.  FRESENIUS MEDICAL CARE

Informó que una vez recibida la orden de medida provisional, procedieron a verificar la disponibilidad de cupo para programar la cita por nefrología pediátrica para el menor representado.  En tal sentido, el 19 de julio de 2017 se envió una comunicación a la Unidad de Sanidad Militar del Ejército Nacional con el fin de que autorizaran dicho procedimiento y así poder realizar en esa unidad lo ordenado por el Despacho.  Al respecto, solo recibió como respuesta que dicha solicitud se remitiría al supervisor del contrato, Teniente Coronel Benedicto Solano y a la DGSM. 

Indicó que esa entidad se encuentra presta a dar cumplimiento a la orden del Despacho, a lo cual procederán cuando se tenga la autorización por parte de por parte Sanidad Militar (Fl. 43).
3.3. El Ministerio de Defensa Nacional, Dirección de Sanidad del Ejército Nacional y la Dirección General de Sanidad Militar no se pronunciaron frente a la demanda de tutela, pese a la oportuna notificación del auto admisorio de la misma (Fls. 34-39).
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

4.2. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000.

4.3 PROBLEMA JURÍDICO Y SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO
4.3.1. Corresponde a esta Sala determinar si las entidades demandadas y vinculadas vulneraron los derechos fundamentales al menor M.D.R, de manera tal que amerite la concesión o no del amparo.  

4.3.2. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

4.4. De las pruebas arrimadas al expediente, la Sala observa  que el menor M.A.G.A., de 15 años de edad, lo que se desprende de la tarjeta de identidad visible a folio 23, fue valorado 6 de septiembre de 2016 por el nefrólogo pediatra Yeferson Álvarez Gómez, de la entidad Fresenius Medical Care, por  presentar el diagnóstico “hematuria persistente – enfermedad de membrana basal delgada proteinuria modera-controlada función entero vesical controlada” (Fl. 27), el cual le ordenó un control para los 6 meses siguientes (Fl. 26), para lo cual le fue emitida la autorización No.7128 del Dispensario Médico No.3029 del 03/05/2017 para valoración con la especialidad aludida en la entidad “RTS” (Fl. 25), en la que le indicaron al señor Gómez Pabón que su hijo sería atendido en la sucursal de Medellín, situación que motivó al padre del menor M.A.G.A. a solicitar tanto a la Dirección de Sanidad Militar como a la Unidad Renal RTS que asumieran los gastos pertinentes para el desplazamiento del adolescente y un acompañante a dicha ciudad (Fls. 11-13).  Al respecto, le fue comunicado por parte de la directora del Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería No.8 Batalla San Mateo que no era posible atender su solicitud por cuanto esa entidad es una IPS y entre sus funciones no está la de administrar recursos para tal fin ni para negociar los mismos, los que se encuentran por fuera del plan de beneficios (Fl. 10), mientras que la Representante Legal de la RTS sucursal Pereira, le explicó que esa IPS desconoce el historial clínico del menor, ya que no atienden en ninguno de los programas crónicos de terapia de reemplazo renal. Así mismo, le informó que esa entidad ofrece consulta de nefropediatría en la ciudad de Medellín, para los usuarios de Dirección de Sanidad Militar del Ejército de Colombia y en tal sentido, le asignó cita para el 27 de junio de 2017, la que no fue aceptada por la madre de M.A.G.A. (Fls. 18 y 19).
4.5. Así las cosas, el señor William Gómez Pabón consideró que al no contar con los medios económicos para viajar con su hijo a la ciudad de Medellín para el control de su enfermedad, las entidades accionadas vulneraban los derechos fundamentales del menor, quien requiere de un tratamiento para su patología. 

4.6. Sea lo primero reiterar que el derecho a la salud tiene la connotación de fundamental que debe ser respetado y protegido cuando se advierte algún tipo de amenaza o vulneración, tal como lo ha reiterado la jurisprudencia de la Corte Constitucional en la Sentencia T-760 de 2008 en la que concluyó, lo siguiente:

 “(…) 3.2.1.3. Así pues, considerando que son fundamentales (i) aquellos derechos respecto de los cuales existe consenso sobre su naturaleza fundamental y (ii) todo derecho constitucional que funcionalmente esté dirigido a lograr la dignidad humana y sea traducible en un derecho subjetivo”, la Corte señaló en la sentencia T-859 de 2003 que el derecho a la salud es un derecho fundamental, ‘de manera autónoma’, cuando se puede concretar en una garantía subjetiva derivada de las normas que rigen el derecho a la salud, advirtiendo que algunas de estas se encuentran en la Constitución misma, otras en el bloque de constitucionalidad y la mayoría, finalmente, en las leyes y demás normas que crean y estructuran el Sistema Nacional de Salud, y definen los servicios específicos a los que las personas tienen derecho. Concretamente, la jurisprudencia constitucional ha señalado que el acceso a un servicio de salud que se requiera, contemplado en los planes obligatorios, es derecho fundamental autónomo. En tal medida, la negación de los servicios de salud contemplados en el POS es una violación del derecho fundamental a la salud, por tanto, se trata de una prestación claramente exigible y justiciable mediante acción de tutela. La jurisprudencia ha señalado que la calidad de fundamental de un derecho no depende de la vía procesal mediante la cual éste se hace efectivo.” (Subrayas nuestras).

Y en otro aparte de la misma sentencia T-760 de 2008, se dispuso:

“Así pues, la jurisprudencia constitucional ha dejado de decir que tutela el derecho a la salud ‘en conexidad con el derecho a la vida y a la integridad personal’, para pasar a proteger el derecho ‘fundamental autónomo a la salud’. Para la jurisprudencia constitucional “(…) no brindar los medica​men​tos previstos en cualquiera de los planes obligatorios de salud, o no permitir la realización de las cirugías amparadas por el plan, constituye una vulneración al derecho fundamental a la salud.” La Corte también había considerado explícitamente que el derecho a la salud es fundamental y tutelable, en aquellos casos en los que la persona que requiere el servicio de salud es un sujeto de especial protección constitucional. Así lo ha considerado la jurisprudencia, por ejemplo, con relación a las personas de la tercera edad.” 

(Subrayas propias)

4.7.  Ahora bien, sobre la procedencia de la acción de tutela para garantizar la especial protección a los menores de edad, la Corte Constitucional en sentencia T-586 de 2013 refirió lo siguiente:  

“(…) El artículo 44 de la Constitución señala la prevalencia de los derechos de los niños sobre los de los demás y determina que algunos de los que no se entienden fundamentales para las demás personas, lo serán para ellos. También prevé el carácter fundamental del derecho a la salud de los niños en forma autónoma, razón por la que no se considera necesario relacionarlo con ninguno otro para que adquiera tal status, con el objeto de obtener su protección por vía de tutela[1].

 

La carta política ha dispuesto expresamente que son derechos constitucionales fundamentales de los niños y, por tanto, protegibles por el juez de tutela, la vida, la integridad física, la salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la recreación y la libre expresión de su opinión; señala además que los niños serán protegidos contra toda forma de abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, explotación laboral o económica y trabajos riesgosos y que gozarán de los demás derechos consagrados en la Constitución, en las leyes y en los tratados internacionales ratificados por Colombia.

(…)

Es por lo anterior, que la acción de tutela para proteger los derechos de los niños se considera procedente, en tanto que forman parte de aquel grupo de personas a las que por mandato constitucional el Estado debe una especial protección, estando en la obligación de adelantar una política de especial atención hacia ellos.

 

La procedencia de la tutela es mucho más evidente si se advierte que está en juego también el mandato constitucional de proteger a aquellas personas que se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta (art. 13 C. P.), por razón de su edad, su condición económica, física o mental, y por tanto se hacen sujetos de especial protección. La persona en situación de discapacidad se encuentra en una condición de excesiva vulnerabilidad frente a prejuicios sociales que no puede, por sí mismo y por su propia voluntad, eludir, máxime si se trata de menores de edad, razón por la que merecen un trato especial, con el fin de permitirles estar en igualdad de condiciones con quienes no lo son.

(…)

Es evidente la afectación del derecho a la salud (física y/o psíquica) que produce en los menores de edad la falta del suministro del tratamiento o medicamento, con lo cual se produce indudablemente la vulneración al derecho fundamental a una vida digna y los mantiene en una situación de debilidad manifiesta, razón por la cual la acción de tutela está llamada a prosperar para conjurar la violación de sus derechos fundamentales.

 

Se ha expresado en tal sentido: “El derecho a la salud es fundamental respecto de menores y de personas de la tercera edad en razón de su condición de vulnerabilidad que requiere de una especial atención y consideración como la misma Carta Política lo reconoce al consagrar derechos especiales que los protegen prioritariamente”[4].
 

En este punto es necesario reiterar que el amparo es procedente cuando se omite brindar un tratamiento o medicamento, amenazando o vulnerando los derechos fundamentales a la vida o a la integridad personal del cotizante o beneficiario, pues tal afectación no sólo ocurre cuando se está en inminente riesgo de muerte, sino también cuando tal situación altera las condiciones de vida digna de la persona, como quiera que no se respeta el derecho a la dignidad, si se le ubica en condiciones inferiores a las que la naturaleza le señala en cuanto ser humano[5], dado que la protección constitucional de este derecho fundamental no enmarca la mera existencia biológica, es decir, no significa la simple posibilidad de existir sin tener en cuenta las condiciones en que ello se haga, sino que, por el contrario, supone la garantía de una existencia digna, que implica para el individuo la mayor posibilidad de despliegue de sus facultades corporales y espirituales.

 

Por lo tanto, la negativa de las entidades obligadas en materia de salud a  proporcionar el medicamento o el tratamiento prescrito por el médico tratante es una flagrante violación a los derechos fundamentales del menor. Como lo ha establecido la jurisprudencia de esta corporación en varias ocasiones, el ser humano necesita ciertos niveles de salud para sobrevivir y poder desempeñarse dignamente, de modo que cuando surgen anomalías que alteran la salud de las personas es válido que deben existir esperanzas que alivien las dolencias y logren nuevamente el equilibrio en salud.

(…)

En fallo T-556 de octubre 6 de 1998[7], se señaló (no está en negrilla en el texto original): “Uno de los sectores más débiles de la población está conformado por los niños, quienes a pesar de ser la esperanza de la sociedad, son al mismo tiempo objeto de maltrato y abandono. Una comunidad que no proteja especialmente a los menores mata toda ilusión de avanzar en la convivencia pacífica y en el propósito de lograr un orden justo (Preámbulo y artículo 2 C. P.).Es por ello que los niños beneficiarios del Plan Obligatorio de Salud, que se rige por el principio de integralidad, tienen derecho a que se les suministren aquellos elementos indispensables para corregir un defecto físico, pues está en juego su derecho fundamental a la salud (art. 44) y su desarrollo armónico, completo y adecuado. El Estado, no puede poner barreras o hacer exclusiones en torno a este derecho cuando se trata de los niños y, por tanto, se inaplicarán, en el presente caso, las disposiciones que van dirigidas a imponer limitaciones”.  (Subrayas fuera del texto original)
4.8. Frente al régimen especial de Seguridad Social en Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, la Corte Constitucional en la Sentencia T-210 de 2013, reiteró lo siguiente:

“La Ley 100 de 1993, en su artículo 279, consagró distintos regímenes especiales de seguridad social, los cuales están excluidos del Sistema General en Salud, como son los relativos a los miembros de la Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, de Ecopetrol y de las empresas en concordato preventivo y obligatorio mientras dure el proceso concursal
.

Bajo ese entendido, se tiene que las Fuerzas Militares y la Policía Nacional forman parte de los regímenes especiales de salud y, acerca de dichos regímenes la Corte Constitucional ha sostenido que:

“[t]ales regímenes consagran derechos adquiridos por los mencionados sectores laborales, gracias a reivindicaciones colectivas que fueron defendidas por sus voceros ante el Congreso de la República, justamente, para que no fueran desconocidas por el sistema general de pensiones y salud” 
.

Sobre esta materia la Corte también ha precisado lo siguiente:

 “(…) El legislador pretendió al establecer los regímenes de excepciones al régimen general de la Ley 100 de 1993: (i) que los derechos en salud contengan beneficios y condiciones superiores a los que rigen para los demás afiliados al Sistema Integral de Seguridad Social contenido en la dicha ley y, a su vez, (ii) en ningún caso, consagren un tratamiento discriminatorio o menos favorable al que se otorga a los afiliados al sistema integral general
”. 

Concretamente, respecto del Régimen Especial de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, la Ley 352 de 1997 “Por la cual se reestructura el Sistema de Salud y se dictan otras disposiciones en materia de Seguridad Social para las Fuerzas Militares y la Policía Nacional”, define la sanidad como un servicio público esencial orientado a dar respuesta a las necesidades del personal activo, retirado, pensionado y beneficiario
. El Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de Policía se inspira en principios orientadores
, entre los cuales se encuentra el de universalidad, que es la garantía de la protección para todas las personas, sin ninguna discriminación, en todas las etapas de la vida y la protección integral a sus afiliados y beneficiarios en sus fases de educación, información y fomento de la salud, prevención, protección, diagnóstico, recuperación, rehabilitación, en los términos y condiciones que establece el Plan de Servicios de Sanidad Militar y Policial. De igual manera, deben realizar actividades que en materia de salud requieran las Fuerzas Militares y la Policía Nacional para el cumplimiento de su misión.

Por su parte, el Decreto Ley 1795 de 2000, en virtud del cual se estructura el Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional dispuso que el objeto de tal sistema es prestar el servicio de sanidad inherente a las operaciones militares y del servicio policial como parte de su logística militar, así como brindar el servicio integral de salud en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación del personal afiliado y sus beneficiarios
.” (Subrayas propias)
4.9.  De acuerdo a la jurisprudencias citadas, este Tribunal concluye que en aplicación del artículo 44 de la C.N. se ha reconocido y reiterado que los derechos de los menores de edad son prevalentes y que el Estado tiene el deber de adelantar políticas de previsión, rehabilitación e integración social, así como, garantizarles una atención preferente, adecuada y proporcional a su diagnóstico médico, sin que haya lugar a omitir o negar la prestación de los servicios de salud prescritos por sus médicos con base en el agotamiento previo de trámites administrativos ante las entidades prestadoras de  salud, ni bajo el argumento que los servicios requeridos se encuentren por fuera del plan de beneficios del sistema de salud. 

4.10.  Consecuente con lo anterior, el suscrito Magistrado Ponente en esta providencia vio la necesidad de decretar la medida provisional solicitada por el señor William Gómez Pabón en la demanda de tutela, en el entendido de ordenar a la Dirección General de Sanidad del Ejército Nacional, a la Dirección General de Sanidad Militar y al Ministerio de Defensa para que de manera inmediata y de acuerdo a sus competencias, autorizaran al representado cita con nefrología pediátrica con el doctor Yeferson Carlos Álvarez Gómez, médico adscrito a la IPS Fresenius Medical Care de esta ciudad (Fls. 31 y 32).  Sin embargo, obra constancia de la auxiliar de Magistrado del 26 de julio de 2017 que da cuenta de la conversación telefónica que sostuvo con la madre del menor M.A.G.A., señora Nubiela Arcila, quien informó que hasta la fecha no los han llamado para confirmar la cita especializada para su hijo.  Así mismo, insistió que en caso de que Sanidad del Ejército Nacional no pueda asignar la cita con el médico Álvarez Gómez, sino en la ciudad de Medellín con la IPS RTS, se entreguen los viáticos para el traslado a ese municipio, alimentación y estadía, toda vez que tanto ella como sus dos hijos, dependen económicamente de la pensión del señor William Gómez Pabón y el tratamiento para la enfermedad de su hijo es costosa, máxime si el menor debe estar desplazándose cada vez que lo dispongan los galenos (Fl. 44).
4.11. Así las cosas, para esta Sala es evidente que cuando los padres del menor M.A.G.A. rechazaron la cita con la especialidad de nefrología pediátrica en la IPS RTS de Medellín para el 27 de junio de 2017, lo hicieron por una razón válida ya que los mismos no cuentan con los recursos económicos para sufragar el costo del transporte de su hijo y un acompañante a la mencionada ciudad, manifestación esta que no fue controvertida dentro del presente trámite, ya que las entidades accionadas y vinculadas eran las que tenían la carga de probar el presupuesto relacionado con la  insuficiencia de recursos del accionante, si se tiene en cuenta que el  señor Gómez Pabón había solicitado con anticipación el reconocimiento de los gastos aludidos.

4.12. En lo que tiene que ver con el traslado y gastos de transporte a los pacientes y acompañantes, la Corte Constitucional en la  T-610 de 2014 indicó que el traslado de pacientes de su domicilio a la institución donde debe ser prestado el servicio de salud que requiera y que no puede ser cubierto por la entidad de salud a la cual se encuentra afiliado debe correr por cuenta del usuario o sus familiares. Sin embargo, dicho Tribunal indicó que en casos especiales y dadas las circunstancias del paciente, es posible que las propias entidades de salud asuman gastos de traslado de manera excepcional con el fin de garantizar el derecho de accesibilidad a los servicios necesitados cuando se verifique lo siguiente: 

“(i) el procedimiento o tratamiento debe ser imprescindible para asegurar el derecho a la salud y la integridad de la persona. Al respecto se debe observar que la salud no se limita a la conservación del conjunto determinado de condiciones biológicas de las que depende, en estricto sentido, la vida humana, sino que este concepto, a la luz de lo dispuesto en los artículos 1° y 11 del Texto Constitucional, extiende sus márgenes hasta comprender los elementos requeridos por el ser humano para disfrutar de una vida digna
 (ii) el paciente o sus familiares carecen de recursos económicos para sufragar los gastos de desplazamiento
 y (iii) la imposibilidad de acceder al tratamiento por no llevarse a cabo el traslado genera riesgo para la vida, la integridad física o la salud del paciente, la cual incluye su fase de recuperación.”  (Subrayas propias)
Se trata así de atender al principio de integralidad en la prestación del servicio de salud encaminado a (i) garantizar la continuidad y calidad en la prestación del mismo y (ii) evitar a los accionantes la interposición de nuevas acciones de tutela por cada nuevo servicio que sea prescrito por los médicos adscritos a la entidad, con ocasión de la misma enfermedad
.

A la luz de esta jurisprudencia y atendiendo el principio de integralidad, el transporte en salud es susceptible de protección constitucional y toda persona tiene derecho a que se remuevan las barreras y obstáculos que le impidan acceder a los servicios de salud que requiere con necesidad, cuando implican el desplazamiento a un lugar distinto al de residencia, debido a que en su territorio no existan instituciones en capacidad de prestarlo y no pueda asumir los costos de dicho traslado. 
También tiene derecho a que se costee el traslado de un acompañante, si su presencia y soporte se requiere para poder acceder al servicio de salud. La regla jurisprudencial aplicable para la procedencia del amparo constitucional respecto a la financiación del traslado del acompañante ha sido definida en los siguientes términos:“(i) el paciente sea totalmente dependiente de un tercero para su desplazamiento, (ii) requiera atención permanente para garantizar su integridad física y el ejercicio adecuado de sus labores cotidianas y (iii) ni él ni su núcleo familiar cuenten con los recursos suficientes para financiar el traslado”. 
4.13.  Por lo anterior y por tratarse el menor M.A.G.A. un sujeto de protección especial constitucional, quien se encuentra en situación de debilidad manifiesta por tener un diagnóstico denominado “hematuria persistente – enfermedad de membrana basal delgada proteinuria modera-controlada función entero vesical controlada”, resulta impostergable la intervención del juez constitucional en este asunto, por cuanto se trata del menoscabo de derechos fundamentales como la  salud y vida digna de un adolescente de 15 años de edad, toda vez que al mismo se le ha brindado el servicio de salud de manera parcial al no asignar nuevamente la cita con el nefrólogo pediatra Yeferson Carlos Álvarez Gómez de la IPS Fresenius Medical Care de Pereira o por el hecho de no haber asumido lo correspondiente a los viáticos de traslados y alojamiento para él y un acompañante por no encontrarse dentro del plan de beneficios, a sabiendas de que dichos servicios que se requieren para acceder al tratamiento necesario para mejorar la salud del menor.  En tal sentido, la Corte Constitucional en la Sentencia T-610 de 2014 antes referida, concluyó lo siguiente con respecto al servicio de transporte p

“En suma, una EPS vulnera el derecho fundamental a la salud de una persona cuando presta un servicio en salud fraccionado, dejando por fuera exámenes, medicamentos y demás procedimientos que la persona requiere para recuperarse o cuando no autoriza el transporte necesario para acceder al tratamiento prescrito por el médico tratante. Ha precisado la jurisprudencia que es irrelevante si algunos de los servicios en salud son POS y otros no, en tanto “las entidades e instituciones de salud son solidarias entre sí, sin perjuicio de las reglas que indiquen quién debe asumir el costo y del reconocimiento de los servicios adicionales en que haya incurrido una entidad que garantizó la prestación del servicio de salud, pese a no corresponderle”.

En este caso, la omisión en la prestación del servicio se predica de la Dirección General de Sanidad de las Fuerzas Militares. En virtud del artículo 279 de la Ley 100 de 1993, las Fuerzas Militares y la Policía Nacional se sujetan a un régimen especial de salud, al cual se encuentra afiliado tanto el personal militar como el civil en los supuestos que establece la correspondiente normatividad (artículos 19 de la Ley 352 de 1997 y 23 del Decreto 1795 de 2000). Según lo establecido por el Decreto Ley 1795 de 2000, en virtud del cual se estructura el Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, el objeto del Sistema es prestar el Servicio de Sanidad inherente a las Operaciones Militares y del Servicio Policial como parte de su logística Militar y además brindar el servicio integral de salud en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación del personal afiliado y sus beneficiarios”. (Subrayas propias) 

4.14. Conforme a la precedente jurisprudencial, esta Colegiatura concluye que las entidades prestadoras de salud deben procurar por brindar un tratamiento integral a sus afiliados y beneficiarios con el fin de garantizar la recuperación de su salud y así alcanzar una vida más digna. En tal virtud, el principio de integralidad en salud, el cual se concreta en que el paciente reciba todos los servicios médicos (POS y no POS) que requiere para atender su enfermedad, de manera oportuna, eficiente y de alta calidad, ello por cuanto el contenido del derecho a la salud no está limitado o restringido a las prestaciones incluidas en los planes obligatorios.  Al respecto, la Corte Constucional en la Sentencia T-760 de 2008 indicó lo siguiente:

“… el principio de integralidad hace referencia al cuidado, suministro de medicamentos, intervenciones quirúrgicas, prácticas de rehabilitación, exámenes para el diagnóstico y el seguimiento, así como todo otro componente que el médico tratante valore como necesario para el pleno restablecimiento de la salud del paciente o para mitigar las dolencias que le impiden llevar su vida en mejores condiciones. Dentro de éste concepto, en su faceta mitigadora de la salud, se incluye el suministro de insumos y servicios que permiten disminuir los efectos negativos de la enfermedad y el estado de postración de determinados pacientes.”
En tales eventos la atención integral comprende el suministro de todos los implementos, accesorios, servicios e insumos que requiera el paciente para afrontar la enfermedad sin menoscabar su dignidad, cuando por falta de recursos económicos no pueda asumir su costo. En este sentido la jurisprudencia ha reiterado que se debe prestar un servicio que permita la existencia de la persona enferma en unas condiciones dignas de vida.
La materialización de este principio permite que las entidades del sistema de salud presten a los pacientes toda la atención necesaria, sin que haya que acudir para tal efecto al ejercicio de acciones legales de manera reiterada y prolongada en el tiempo.  (Subrayas fuera del texto original) 
 
4.15. Resulta entonces imperante proteger los derechos del menor M.A.G.A. a la salud, vida digna e integridad y como consecuencia de esa declaración,  se ordenará a la Dirección Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería No.8 “Batalla de San Mateo” y a la Dirección  de Sanidad del Ejército Nacional, que de acuerdo a sus competencias y de manera conjunta,  en el término de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la notificación de este fallo, asignen  al adolescente M.A.G.A. la cita de control con la especialidad de nefrología pediátrica, la cual podrá ser autorizada: i)  con el médico Yeferson Carlos Álvarez Gómez de la IPS Fresenius Medical Care de Pereira, o   ii) en caso de que dichas entidades insistan en remitir al menor M.A.G.A. a la IPS Unidad Renal  RTS de Medellín o a otra unidad renal ubicada en una ciudad diferente a la donde reside, deberán autorizar y suministrar los costos de transporte, hospedaje y alimentación al menor de edad y su acompañante con el fin de garantizarle el acceso al servicio médico especializado referido.  Así mismo, dichas entidades se encargarán de autorizar y brindar al menor M.A.G.A. las prescripciones médicas que se deriven del control con el nefrólogo pediátrico tratante, estén o no dentro del plan de beneficios y sin necesidad de que el representante legal del menor deba instaurar una nueva tutela.
DECISIÓN
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,
FALLA

PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales a la vida digna, seguridad social e igualdad invocados por el señor William Gómez Pabón  en representación el menor M.A.G.A.
SEGUDO: ORDENAR a la Dirección Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería No.8 “Batalla de San Mateo” y a la Dirección  de Sanidad del Ejército Nacional, que de acuerdo a sus competencias y de manera conjunta,  en el término de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la notificación de este fallo, asignen  al adolescente M.A.G.A. la cita de control con la especialidad de nefrología pediátrica, la cual podrá ser autorizada: i)  con el médico Yeferson Carlos Álvarez Gómez de la IPS Fresenius Medical Care de Pereira, o   ii) en caso de que dichas entidades insistan en remitir al menor M.A.G.A. a la IPS Unidad Renal  RTS de Medellín o a otra unidad renal ubicada en una ciudad diferente a la donde reside, deberán autorizar y suministrar los costos de transporte, hospedaje y alimentación al menor de edad y su acompañante con el fin de garantizarle el acceso al servicio médico especializado referido.

Así mismo, la Dirección Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería No.8 “Batalla de San Mateo” y a la Dirección  de Sanidad del Ejército Nacional, se encargarán de autorizar y brindar al menor M.A.G.A. las prescripciones médicas que se deriven del control con el nefrólogo pediátrico tratante, estén o no dentro del plan de beneficios y sin necesidad de que el representante legal del menor deba instaurar una nueva tutela.
CUARTO: Desvincular del presente trámite constitucional al Ministerio de Defensa Nacional, a la Dirección General de Sanidad Militar y a la IPS Fresenius Medical Care.

QUINTO: Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

    JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
 
Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
� Artículo 279 de la Ley 100 de 1993: Excepciones: “El sistema integral de seguridad social contenido en la presente ley no se aplica a los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, ni al personal regido pro el Decreto Ley 1214 de 1990, con excepción de aquél que se vincule a partir de la vigencia de la presente ley, ni a los miembros no remunerados de las corporaciones públicas”. 


� Sentencia T-348 de 1997. 


� Sentencia T-594 de 2006.


� Artículo 3° de la Ley 352 de 1997.


� Artículo 4° Ibídem.


� Artículo 5 del Decreto – ley 1795 de 2000.


� Sentencia T-364 de 2005.


� Sentencias T-900 de 2002 ; T-197 de 2003 ; T-408 y T-861 de 2005 ; T-786 de 2006.


� Sentencia T-103 de 2009. Reiterada en la Sentencia T-022 de 2011, entre otras.
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